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APORTE DEL PERÚ AL PROYECTO DE CARTA SOCIAL DE LAS AMÉRICAS

(Presentado por la Misión Permanente del Perú)
APORTES DEL PERÚ A LAS LABORES DEL GRUPO DE TRABAJO SOBRE LA  CARTA SOCIAL DE LAS AMÉRICAS Y SU PLAN DE ACCIÓN

“La agenda de América Latina en los próximos 20 años es el tema de la inversión y la inclusión social. No es un tema de opción, es una obligación”

Alejandro Toledo

Presidente Constitucional del Perú

El Perú considera que la Carta Social debe constituir un instrumento de la comunidad interamericana que sirva para enriquecer y complementar las políticas nacionales que versan sobre la promoción del desarrollo social y eliminación de la inequidad social, como condiciones para fortalecer la gobernabilidad democrática y el desarrollo humano y que facilite el ejercicio de los  derechos humanos, sociales económicos, culturales y políticos.

La Carta Social de las Américas deberá  enriquecer y complementar las políticas sociales y en especial aquellas relacionadas con la superación de la pobreza y eliminación de las desigualdades y  exclusión social; permitiendo la consolidación de los instrumentos existentes, estableciendo y mejorando los mecanismos que promuevan la habilitación de la persona humana individual, familias y comunidades para alcanzar el desarrollo social, estableciendo prioridades ineludibles, procesos y según horizontes de tiempo para ir avanzar hacia el conjunto de la comunidad interamericana; y no sólo el establecimiento de los mecanismos de seguimiento y control.

En ese contexto, la Carta Democrática Interamericana y la Carta Social  de las Américas deben constituir instrumentos que se complementen mutuamente y que sustenten las acciones de la OEA para la promoción del desarrollo humano en la región  sobre la base de la solidaridad y la cooperación.

El Plan de Acción debe considerar que el reto consiste  en superar  el déficit de justicia social que muestran varios regímenes democráticos del hemisferio. Un valor agregado de las presentes negociaciones a los avances multilaterales –incluyendo la Cumbre de Copenhague sobre Desarrollo Social, de 1995, y la Declaración del Milenio de las Naciones Unidas que estableció los Objetivos de Desarrollo (ODMs)- debería ser el reperfilamiento de dichos ODMs, teniendo en  cuenta las necesidades y realidades propias de los países de América Latina y el Caribe. 

En suma, el gobierno del Perú está comprometido con el éxito de las negociaciones sobre la Carta Social de las Américas y su Plan de Acción, bajo la perspectiva de alcanzar un instrumento que no tendría que repetir el catálogo de los derechos reconocidos en los sistemas universal e interamericano. Por el contrario, debe reiterar con firmeza los compromisos de los Estados con dichos instrumentos, así como la adopción de medidas concretas, tanto a nivel de los Estados, como a nivel de cooperación horizontal y técnica internacional y fijar mandatos a los organismos especializados del sistema interamericano para lograr progresivamente  la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales reconocidos. 

El Perú plantea, en consecuencia, que la Carta Social de las Américas se estructure de la siguiente forma:

1.- Objetivos 

2.- Cohesión social y gobernabilidad democrática

3.- Políticas económicas

4.- Políticas Sociales

5.- Educación

6.- Trabajo

7.- Salud

8.- Financiamiento para el desarrollo

9.- Preservación del medio ambiente

10.- Seguridad Alimentaria

1.- Objetivos

La Carta Social debe tener como eje central al ser humano y como principal objetivo la promoción de su desarrollo, como base para el desarrollo de la sociedad,  a través de la creación de un ambiente de libertad, democracia y vigencia de los derechos humanos que permita al ser humano desarrollar sus potencialidades.

De manera específica, debe hacerse especial incidencia en la lucha contra la pobreza, especialmente la pobreza extrema, la inequidad y la exclusión social que atentan contra la dignidad humana. Para  tal efecto, cobra especial importancia la aplicación de políticas que, partiendo de enfoques transversales del desarrollo humano y de género, promuevan el desarrollo de capacidades humanas y el respeto de los derechos fundamentales, la promoción de oportunidades y capacidades económicas y el establecimiento de redes de protección social.

Es importante enfatizar como un objetivo estratégico de cada país la necesidad de vincular progresivamente las políticas económicas y el desarrollo social y en particular con los programas relacionados a la superación de la pobreza. 

2.- Cohesión social y gobernabilidad democrática

El objetivo primordial consiste en lograr que las políticas económicas y sociales se apoyen mutuamente y sean complementarias para crear cohesión social, equidad y fortalecer la democracia y la gobernabilidad regional.

En este contexto, la Carta Social debe partir del reconocimiento que el incremento de la pobreza, inequidad y la exclusión constituye una seria amenaza a la gobernabilidad democrática en la región  y que por lo tanto su superación se justifica no solo desde la perspectiva de la dignidad humana y los derechos humanos, sino también desde una perspectiva pragmática  de fortalecimiento de la gobernabilidad y de la necesidad de promover la cohesión social para aplicar políticas a largo plazo.

La integración social favorece la gobernabilidad democrática. La cohesión social permite dar sustento a un Estado a fin que la democracia no solamente sea electoral sino también de ciudadanía efectiva.

En ese sentido, la promoción de políticas inclusivas que generen el respeto por el desarrollo étnico cultural de las naciones y que produzcan una mejora en la calidad de vida de sus miembros es parte de las acciones para lograr una verdadera gobernabilidad democrática en la región.

La Carta debe reconocer que la democracia constituye una condición para la plena realización de todos los derechos humanos, civiles y políticos,  económicos, sociales y culturales y el derecho al desarrollo.
Por ello resulta fundamental, reiterar el compromiso con los instrumentos de defensa y fortalecimiento de la democracia, como la Carta Democrática Interamericana, y renovar el compromiso político para su plena aplicación en aquellas situaciones contempladas en dicho instrumento.

La corrupción y la impunidad afectan la legitimidad de los estados y constituyen una amenaza a la gobernabilidad democrática, en consecuencia la lucha contra ambos flagelos, la cooperación entre los estados y el fomento del acceso a la información y de la transparencia fortalecen la gobernabilidad democrática.

3.- Políticas económicas 

Se debe mantener las disciplinas macroeconómicas y la responsabilidad fiscal junto con políticas sectoriales que permiten no solamente reducir la pobreza y el desempleo, sino también la desigualdad y lograr una inserción internacional competitiva con inclusión social. Para lograr tal objetivo es necesario mantener un crecimiento económico alto, sostenido en el mediano y corto plazo.

Las políticas económicas, sociales y ambientales deben estar articuladas de tal forma que se promueva la creación de trabajo decente, un ambiente sano, el acceso a la salud, la educación y la cultura

Igualmente, resulta prioritario incorporar en la definición y gestión de la política económica, la participación de la comunidad organizada, a través de distintas modalidades de gestión.

Debe resaltarse, igualmente, el vínculo y/o articulación que debe existir entre el sector privado con el sector público.

4.- Políticas sociales 

Las políticas sociales deben dirigirse, no solo a la ejecución de acciones orientadas a paliar las consecuencias y manifestaciones de la pobreza, sino también al desarrollo de capacidades humanas a través del acceso universal a los servicios básicos de calidad y el respeto de los derechos fundamentales; la promoción de oportunidades y  capacidades económicas incidiendo en el mantenimiento preventivo de la infraestructura social y productiva y el establecimiento de redes de protección social que operen frente a situaciones de emergencia ocurridas por causas naturales o por acción humana, reduciendo los riesgos y mitigando las consecuencias  negativas. 

Igualmente, estas políticas deben sustentarse en acciones que garanticen la inclusión y protección de aquellos grupos con vulnerabilidad especial, como los niños, niñas y adolescentes las personas con discapacidad, los adultos mayores, los desplazados y refugiados, entre otros. 

Las políticas sociales deben estar orientadas a ordenar y garantizar la eficiencia de las actividades del Gobierno en el combate a la pobreza, enfocando su estrategia en los siguientes cuatro aspectos relevantes:

· la focalización y equidad del gasto social;

· la eficiencia y transparencia del gasto social;

· la Conformación de una red de protección social ;

· la coordinación, seguimiento y evaluación de la política social

El gasto social constituye el instrumento de gestión más importante de la política social, el mismo que debe contribuir a lograr una igualdad de oportunidades para toda la población.

Asimismo, resulta necesario establecer redes de protección social que operen frente a situaciones de emergencia, ya sea por causas naturales o por acción humana, con el  objeto de aminorar los riesgos y mitigar las consecuencias  negativas que afectan a los grupos vulnerables cuando se producen esas situaciones. 

Los Estados deben impulsar un Plan Americano que tenga como base los planes y estrategias nacionales de cada país en el marco de la lucha contra la pobreza y tome en consideración las experiencias subregionales sobre el particular. A modo ilustrativo, cabe señalar que dentro de la Comunidad Andina, los Presidentes impulsaron el denominado Plan Integrado de Desarrollo Social (PIDS) que es un instrumento orientado a complementar las políticas sociales nacionales para reducir la pobreza, la inequidad y la exclusión. El PIDS, aprobado por la Decisión Andina 601,  está compuesto por 20 proyectos comunitarios en seis áreas: i) sociolaboral, ii) salud, iii) desarrollo rural y seguridad alimentaria, iv) educación y cultura, v) medio ambiente  y desarrollo sostenible, vi) desarrollo social en las zonas fronterizas. EL PIDS busca impulsar objetivos y metas teniendo como referente la evaluación del grado de cumplimiento de los compromisos contraídos en el marco de la Declaración del Milenio y los ODMs.

5.- Seguridad Alimentaria y Nutricional
Toda persona, en el marco de los derechos humanos básicos, tiene derecho a tener acceso a alimentos sanos y nutritivos, a no padecer hambre, en concordancia con el consenso de que cada persona es sujeto y no solo objeto en el logro de sus capacidades trabajadas desde el enfoque de activos: capital humano, económico, social e institucional.

Reiterar la voluntad política  y dedicación común  y nacional a conseguir la seguridad alimentaria para todos y a realizar un esfuerzo constante para erradicar el hambre de todos los países, con el objetivo inmediato de reducir el número de personas desnutridas a la mitad de su nivel actual no más tarde del año 2015. 

Reiterar el compromiso del  Objetivo de Desarrollo del Milenio referido a reducir a la mitad el porcentaje de personas cuyos ingresos sean inferiores a 1 dólar por día y, reducir a la mitad  el porcentaje de personas que padecen hambre.

Considerar que en la contribución de  los factores determinantes para la reducción de la desnutrición,  la educación de la madre y su situación o estatus en la familia y comunidad, ambos constituyen en mas del 50%;  y que la alimentación tiene una  contribución del 26% mientras que las condiciones de salud en un 20%. Por ello, es imprescindible promover y trabajar principalmente con las mujeres adolescentes y jóvenes,  así como con las madres de niños menores de 2 años todos los aspectos de nutrición infantil incluyendo las estrategias para la diversificación de la alimentación, como componentes de los planes de reducción y prevención de la desnutrición especialmente a nivel comunal y local.

6.- Empleo

La promoción del empleo decente no puede ser el resultado de acciones aisladas sino de un conjunto de políticas concertadas y articuladas. 

En este sentido, son importantes los espacios de diálogo social y político que puedan lograr consensos con relación a políticas  que contribuyen al crecimiento productivo y la reducción de la precariedad laboral. Entre estas políticas se debe destacar: 

· Incrementar el presupuesto de educación y elevar su nivel con el fin de promover una cultura emprendedora y vincular el desarrollo de las capacidades humanas con la inserción en el mercado laboral; 
· Promover la inversión en innovación e investigación científica y tecnológica, en las empresas, universidades y organismos públicos competentes.

· Fomentar cadenas productivas con potencial competitivo que incluya a la pequeña y micro empresa, la sociedad civil y los organismos regionales.

· Propiciar que los incrementos en las remuneraciones respondan a los incrementos en la productividad de las empresas.
· Dinamizar el comercio exterior, concertar una estrategia de negociación que priorice, de acuerdo a criterios de potencial productivo, complementariedad, competitividad y gradualidad, los países y bloques de países con los que se deben lograr acuerdos.

· Fortalecer y ampliar las instancias gremiales y de diálogo y concertación, fomentando la representatividad y la participación en los gremios empresariales y laborales. 

7.- Salud 

Toda persona tiene derecho a un entorno físico y social que garantice un nivel de vida saludable, incluyendo el acceso universal, equitativo, integral y solidario a servicios básicos de salud. 

El Estado promoverá estilos de vida saludable, fomentando el auto-cuidado de la salud y el accionar intersectorial. Fomentará la participación ciudadana en la co-gestión y vigilancia social de los servicios de salud.

Toda persona debe tener garantizado el más alto nivel de protección a su salud, mediante la promoción de la salud, prevención, educación y asistencia sanitaria adecuada. 

8.- Educación 

Sobre la base del reconocimiento internacional de la importancia crucial de la educación en la primera infancia para alcanzar una adecuada calidad de vida en la niñez y en las etapas ulteriores de la vida,  los Estados, especialmente en los sectores más vulnerables y desfavorecidos, deberán extender y mejorar la educación de la población menor de cinco años de edad bajo una perspectiva integral, que incorpore factores como la salud y la nutrición que son fundamentales para el logro de aprendizajes fundamentales.

Los Estados establecerán políticas con el propósito de articular el proceso educativo con los requerimientos del sector productivo, en concordancia con la necesidad de alcanzar mayores niveles de desarrollo y competitividad en los niveles  local, regional y nacional, en el contexto del actual proceso de globalización. En ese sentido, los Estados deberán promover un sistema educativo que vincule la educación básica y la formación profesional, que interactúe con el entorno y que desarrolle la capacidad de modificar su estructura como respuesta a las oportunidades y a las innovaciones tecnológicas, organizativas y culturales.

Los Estados deberán favorecer la creación de las condiciones necesarias para garantizar un desempeño docente profesional y eficaz, especialmente en los contextos de pobreza y exclusión. Estos esfuerzos deberán ser complementados con la revalorización de la carrera magisterial a través de una adecuada atención a las remuneraciones, la seguridad social y el reconocimiento público a la función docente.

Los Estados deberán promover la adopción de políticas que garanticen la puesta en marcha de mecanismos alternativos para el financiamiento de las demandas educativas, particularmente en beneficio de los sectores más vulnerables de la población. La formulación y la ejecución de dichos mecanismos podría enriquecerse con los debates y las propuestas desarrolladas en importantes foros y organizaciones internacionales y regionales como la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), las diversas Cumbres Iberoamericanas, la Organización de Estados Iberoamericanos (CEI) y  la Comisión Económica de las Naciones Unidas para América Latina y el Caribe (CEPAL).

9.- Financiamiento para el Desarrollo y el contexto internacional

Si bien, cada país es el principal responsable de su propio desarrollo social y económico debe reafirmarse el compromiso de la comunidad internacional de apoyar estos esfuerzos nacionales. De acuerdo con las recomendaciones del Consenso de Monterrey, es necesario buscar articular esfuerzos internacionales con miras a promover alianzas efectivas para el desarrollo socio-económico sostenible y logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (combate a la pobreza y el hambre en todos los países del Hemisferio). En particular, debe continuarse con los esfuerzos por mejorar la cantidad y calidad de recursos disponibles para el desarrollo impulsando las recomendaciones emanadas de los foros de alto nivel de Roma y París sobre mejora de la efectividad de la ayuda oficial al desarrollo, identificando fuentes de financiamiento seguras que atiendan las necesidades de los países en desarrollo y la apertura de mercados para sus productos.

El entorno internacional cobra especial relevancia en los esfuerzos por lograr el desarrollo económico y social. La globalización ha generado muchos beneficios pero a costos relativamente altos, especialmente para los países en desarrollo. Por ello, la Carta Social debe hacer referencia a la importancia de promover la reestructuración de la gobernanza internacional para tener un sistema multilateral más democrático y justo, que contribuya a disminuir las desigualdades políticas y económicas a nivel internacional; en el que se conjuguen las políticas sociales con las económicas; se promueva una concepción de la seguridad humana más democrática que permita destinar mayores recursos al desarrollo; se impulse una cooperación generadora de capacidades;  se llegue a consensos en torno a temas de interés nacional como migración; bienes públicos globales, calentamiento global,  entre otros.

Asimismo, los países deben comprometerse a fortalecer la articulación con los organismos financieros multilaterales y sectores privados nacionales y trasnacionales, señalando la importancia de que las empresas transnacionales tienen para el desarrollo social.
En consecuencia, la Carta Social abre una oportunidad para llegar a consensos hemisféricos sobre los temas trascendentes tanto a nivel interno como del entorno internacional que permitirán que nuestros países se beneficien de la globalización.

10.- Biodiversidad y medio ambiente 

Los pueblos tienen derecho a un ambiente sano y es obligación del Estado y un deber ciudadano protegerlo y mantenerlo para el beneficio y disfrute de todos los seres vivos y las futuras generaciones.

Resulta necesario adoptar políticas ambientales que promuevan el manejo sostenible de los recursos naturales y la reducción de la contaminación urbana y rural que sean complementarias a las políticas sociales considerando la estrecha relación entre pobreza y deterioro ambiental en nuestros países.
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